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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 
REFORMA EL ARTICULO 17 BIS DE LA LEY ORGANICA DE LA 
ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL 
 
 
Los Diputados y Diputadas José Francisco Coronato Rodríguez, 
José Alejandro Montano Guzmán, Francisco Tomas Rodríguez 
Montero, Leonor Romero Sevilla, Cristina Olvera Barrios, Jessica 
Salazar Trejo, Héctor Hugo Roblero Gordillo, Carol Antonio 
Altamirano, Tanya Rellstab Carreto, Víctor Serralde Martínez, 
Darío Badillo Ramírez, Alma Marina Vitela Rodríguez y Juan 
Francisco Cáceres de la Fuente, Presidente, Secretarios e 
Integrantes respectivamente, de la Comisión Especial de 
Programas Sociales en la LXII Legislatura, de conformidad con la 
facultad que nos confiere el artículo 71, fracción II, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
sometemos a consideración de la honorable asamblea, la 
presente  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE 
SE REFORMA EL ARTICULO 17 BIS DE LA LEY ORGANICA DE LA 
ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL, al tenor de la siguiente: 
 
 

EXPOSICION DE MOTIVOS 
 

La legalidad es una obligación que debe cumplir cualquier 

persona a la que se le haya conferido una responsabilidad que 

esté vinculada con la aplicación de recursos públicos, máxime si 

se tratan de recursos públicos destinados a la operación de 

programas sociales encaminados a abatir los altos índices de 

desigualdad en diferentes frentes y sectores de nuestro país. 
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Las actividades que los funcionarios públicos llevan a cabo, 
constituyen el conjunto de actos y tareas que se deben realizar 
para la consecución de los fines del estado. Estas atribuciones 
concedidas por la ley deben procurar salvaguardar los valores o 
principios básicos de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad 
y eficiencia. 
 
En nuestro país, la importancia de una correcta administración 
pública se asocia al esfuerzo que debe realizar el Gobierno 
mexicano para alcanzar mayores índices de eficiencia, eficacia y 
honestidad en el ejercicio de las funciones públicas.   Dicho 
esfuerzo debe verse reflejado en toda la organización 
administrativa a nivel federal prioritariamente realizando 
importantes ajustes en las funciones de algunos puestos de 
servidores públicos de las dependencias del ejecutivo federal que 
tienen programas sociales a su cargo. 
 
De tal manera, que el manejo de los recursos públicos con sesgos 

partidarios o con fines de favoritismo hacia particulares, es 

contrario a los principios de probidad que deben tener en su 

actuar cotidiano todos los servidores públicos sin importar el 

nivel del puesto, ni dependencia en la que laboren, ni la entidad 

federativa ni tampoco al orden de gobierno al cual están sirviendo 

en algún puesto de trabajo, solo importa el bien de la sociedad, sin 

robo, sin preferencias y sin desvío de recursos. 
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Desafortunadamente en la normatividad, el perfil de puesto para 

los titulares de las delegaciones carece de requisitos más precisos 

y sobre todo los requisitos que deben de cumplirse para evitar el 

sesgo partidista y de posible desvío de recursos públicos o bien 

que dichos titulares tengan favoritismos hacia determinados 

sectores de beneficiarios de los programas sociales. 

 

Así mismo, por si fuera poco nos encontramos en muchos casos 
con la falta de la experiencia necesaria en las áreas encomendadas 
de dichos servidores públicos, mermando así la capacidad para 
ofrecer los programas públicos con la legalidad que se merecen y 
así lograr atender los derechos fundamentales de los ciudadanos 
que más lo necesitan. 
 
En los últimos años, diversas organizaciones de la sociedad civil, 
medios de comunicación y actores políticos, han denunciado 
públicamente la transgresión de las normas y la comisión de 
diversos ilícitos por parte de funcionarios públicos adscritos a las 
diversas dependencias, que tienen que ver no sólo con el uso 
electoral de los recursos de programas sociales destinados al 
combate de la pobreza, sino con el manejo inadecuado de los 
programas sociales y la manipulación de la población que se 
encuentra en los padrones de dichos programas con miras al 
beneficio particular o partidista. 
 
Además, en la mayor parte de los casos, ha resultado que 
precisamente se trata de personas íntimamente ligadas a la 
operación  electoral   de   algún  partido  político,  cuya  experiencia 
en   los   sectores   ligados   a   las   políticas   públicas   que   se  han 
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implementado para mejorar la educación, salud, desarrollo social, 
agricultura, autoempleo, por mencionar algunos, es nula o con 
muy bajos índices en el conocimiento del perfil de la Dependencia 
y al contrario, su desarrollo profesional y experiencia laboral se 
centra en actividades netamente político electorales. 
 
Es de importancia toral, que el actuar de los servidores públicos 
relacionados con la política social no se desvincule por ninguna 
razón del combate a la corrupción, de la obligación de rendir 
cuentas y transparentar ante las instituciones y la sociedad, los 
procesos y resultados de las actividades que involucran las 
funciones del puesto de trabajo que tienen dichos servidores 
públicos. 
 
Es necesario terminar con el favoritismo y las acciones 

clientelares que representan ilícitos que deben ser castigados y 

poner fin a la manipulación y mal uso de los programas sociales 

que hace que se deforme y en muchos casos, se pierdan los 

verdaderos objetivos de los mismos, propiciando que no se 

cumpla con las metas planteadas por las políticas públicas que les 

dieron origen, por lo que se hace imperativo y necesario precisar 

en el marco legal correspondiente, los perfiles mínimos que 

deben cumplir las personas que pretendan ser titulares de las 

delegaciones federales de las dependencias que operan 

programas sociales y por lo tanto administrarán recursos 

públicos para garantizar que la población objetivo que busca 

obtener los beneficios de los programas distribuidos por el 

estado, sea efectivamente aquella población que más lo necesita. 
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Como una acción que coadyuve con otras de tipo operativa, como 

lo es el blindaje electoral que el ejecutivo Federal instruye y lleva 

a cabo en tiempos electorales, en esta Comisión nos 

pronunciamos por fortalecer el marco jurídico que sirva de base 

y deje a un lado las ambigüedades o vacíos normativos que a la 

fecha han sido aprovechados por malos funcionarios públicos y 

han servido de huecos que han permitido el incumplimiento de la 

obligación de llevar procesos de selección y asignación de 

subsidios de forma legal, eficiente, eficaz y transparente. 

 

Alcanzar estos fines con altos estándares, tiene un impacto 
directo en la calidad de vida de millones de mujeres y hombres, 
niñas y niños de nuestra sociedad que merecen que sean 
atendidas sus necesidades más apremiantes y eso, no debe verse 
comprometido con actos de corrupción que pongan en riesgo 
dichos valores.  
 
La redacción actual de la Ley correspondiente, es imprecisa en 
cuanto a los requisitos profesionales, ambigua respecto de la 
experiencia administrativa en el sector público y omisa, en cuanto 
al distanciamiento de los cargos partidarios y los puestos de 
elección popular. 
 
De esta manera, el reto es pasar de un esquema de 
nombramientos discrecionales a uno acotado por la Ley, 
precisando de manera lógica los requisitos tanto para elevar el 
nivel de profesionalización y especialización, como para tomar 
distancia de los intereses políticos en general. 
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Por lo anterior, de aprobarse la presente iniciativa, estaremos 
induciendo a la legalidad e imparcialidad en el manejo de 
recursos públicos distribuidos a la población por medio de 
subsidios vía programas sociales, así como otorgarle al marco 
legal en esta materia, la fortaleza de ser clara y precisa que 
permita la adecuada selección y designación de funcionarios 
relacionados con la correcta y legal operación de programas 
sociales. Y de paso estaremos coadyuvando a la disminución de 
un porcentaje alto de actos de intermediarismo clientelar, 
corrupción, y abonando al principio de transparencia en la 
aplicación de recursos públicos.  
 
Por lo anteriormente motivado y fundado, sometemos a la 

consideración de la honorable asamblea, el siguiente: 

 

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL 

ARTICULO 17 BIS DE LA LEY ORGANICA DE LA 

ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL 

 

Artículo Primero.- se reforma el inciso b) y se adicionan los 

incisos e), f) y g) del Artículo 17 Bis de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública federal, para quedar como sigue: 

Artículo 17 Bis. ... 

I. ... 

a) … 
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b) Contar con estudios académicos de nivel licenciatura 
como mínimo con una antigüedad de al menos tres años al 
día de su designación, en materias vinculadas o afines a las 
atribuciones que correspondan a la delegación respectiva. 

c) … 

d) ... 

e) No desempeñar ni haber desempeñado ningún cargo en 
algún partido político en los tres años inmediatos 
anteriores a la fecha del nombramiento. 

f) No haber sido electo o designado como dirigente de un 
partido político Federal o Estatal al menos tres años 
previos al día de la designación del nombramiento. 

g) No haber sido candidato a puesto de elección popular, 
al menos tres años previos al día de la designación del 
nombramiento. 

 
…  
…  
…  

Transitorio 
 

Único.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de 
su publicación en el Diario Oficial de la Federación.  
 
Dado el Palacio Legislativo de San Lázaro a los 17 días del mes 

de febrero del año 2015. 
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